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y comisiones de determinadas entidades financieras (IMIC) se distribuirá a las Comunidades 

Autónomas (CCAA) en función de su producto interior bruto (PIB) regional. 

El letrado de la Junta de Extremadura recuerda que el art. 156.1 CE garantiza a las CCAA 

la autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los 

principios de coordinación con la Hacienda estatal y solidaridad entre todos los españoles. Junto 

a esa garantía, el art. 157.3 CE habilita al Estado para regular mediante ley orgánica el ejercicio 

de las competencias financieras que el apartado uno de ese mismo precepto atribuye a las CCAA. 

En ejercicio de esa habilitación, el Estado ha adoptado la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 

septiembre, de Financiación de las CCAA (LOFCA), cuyo art. 2 recoge una serie de principios 

que rigen la actividad financiera de las CCAA; principios que han sido desarrollados por el Título 

I de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las 

CCAA de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 

normas tributarias (Ley 22/2009), quedando ambas normas integradas en el bloque de la 

constitucionalidad ex art. 28 LOTC. 

Según la demanda, el apartado veintiuno impugnado no establece en sentido estricto un 

“punto de conexión” para la distribución de la recaudación del IMIC a las CCAA de régimen 

común, sino que prevé hacerlo en función del PIB regional. Este criterio no se puede considerar 

un punto de conexión, pues no cumple con la función de localizar el hecho imponible del IMIC 

en una determinada comunidad. El PIB regional podría operar para otros mecanismos del sistema 

de financiación autonómica, pero no para la cesión de rendimientos tributarios a las CCAA, dado 

que se trata de un mero criterio de reparto de la recaudación, que no consigue la adecuada 

territorialización del impuesto.  

Además, el PIB regional como criterio de reparto es nuevo, atípico y anómalo, carente de 

referencias en la normativa internacional (ni en el modelo de convenio de doble imposición de la 

OCDE ni en la normativa europea se encuentra el PIB como elemento determinante de la 

jurisdicción tributaria competente), en la medida en que no tiene en cuenta el vínculo del hecho 

imponible o de los obligados tributarios con el territorio de la Comunidad Autónoma. Se aparta 

así de los criterios que utiliza el art. 10.4 LOFCA para la atribución de los impuestos cedidos a 

la CCAA (principios de personalidad y territorialidad, según el tipo de tributo) y de los previstos 

en los arts. 30 y ss. de la Ley 22/2009, para determinar el alcance de la cesión de determinados 

tributos a las CCAA. De esto colige la demanda que el criterio impugnado es inconstitucional. 

Asimismo, de conformidad con el art. 21 de la citada Ley 22/2009, la cesión del nuevo tributo 
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y personal (arts. 31, 40.1 y 131.1 CE), así como el principio de solidaridad (art. 138.1 y 156.1 

CE). Argumenta que el criterio impugnado no contribuye a reducir las desigualdades entre las 

distintas CCAA. 

La demanda considera que, respecto de los principios tributarios del art. 31 CE, el 

impuesto cuestionado no presenta ninguna tacha de inconstitucionalidad. Sin embargo, debe 

cuestionarse la inconstitucionalidad del criterio de reparto, puesto que transferir recursos en 

mayor cuantía a aquellos territorios con mayor PIB regional carece de toda justificación objetiva 

y razonable atendiendo a lo dispuesto en los arts. 31, 40.1, 131.1, 138.1 y 156.1 CE. Dicha regla 

no garantiza una redistribución equitativa de la renta ni la solidaridad entre todos los españoles, 

en tanto percibirán un mayor porcentaje de la recaudación del impuesto aquellas CCAA que 

tienen más PIB regional (indica que Extremadura solo recibirá un 1,80 por 100). De esta forma, 

aumentará la brecha entre CCAA, en contra de los principios de autonomía y solidaridad.  

Al entender de la demanda, el PIB no mide la situación social, la distribución de la riqueza 

ni el bienestar de los habitantes de una comunidad, pues no está diseñado para reflejar las 

realidades económicas de las diferentes CCAA. Por ello, hacer una distribución según dicha 

variable supone asignar un mayor importe a aquellas CCAA con un PIB alto, lo que es indicativo 

de que se están produciendo muchos bienes y servicios y, por lo tanto, más riqueza. 

Concluye reiterando que el criterio de distribución del IMIC en función del PIB regional 

es inconstitucional por vulnerar la normativa reguladora del sistema de financiación y los 

principios de equidad y solidaridad interterritorial. 

2. Por providencia de 8 de abril de 2025, el Pleno del Tribunal acordó la admisión a trámite 

del recurso, dando traslado al Congreso, al Senado y al Gobierno, para que pudieran personarse 

y formular las alegaciones que estimaran convenientes, así como publicar la incoación del 

proceso en el “Boletín Oficial del Estado” (lo que tuvo lugar en el BOE núm. 88, de 11 de abril 

de 2025). 

3. A través de un escrito registrado el 24 de abril de 2025 el presidente del Senado puso 

en conocimiento de este Tribunal el acuerdo adoptado por la Mesa dando por personada a dicha 

Cámara en el procedimiento y por ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTC. En 

igual sentido se manifestó la presidenta del Congreso de los Diputados mediante una 

comunicación presentada en el registro del Tribunal el día 8 de mayo de 2025. 
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normas sobre puntos de conexión ni sobre revisión del fondo de suficiencia, quedando 

configurado como un recurso fuera del sistema de financiación. 

Asimismo, cita el acuerdo del CPFF referido a la distribución de la recaudación del IMIC, 

en el que se afirma expresamente que no se considerará recurso del sistema ni, en consecuencia, 

se tendrá en cuenta a los efectos del cálculo del fondo de suficiencia global ni de los restantes 

fondos previstos en la Ley 22/2009. 

b) El representante del Gobierno argumenta que no existe una exigencia legal que 

determine que, cuando el Estado aporta recursos a las CCAA al margen del sistema de 

financiación, deban distribuirse según criterios preestablecidos. En cualquier caso -aclara-, el 

criterio del PIB regional no es ajeno al reparto de fondos estatales. Indica que se ha tenido en 

cuenta, por ejemplo, en el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias 

de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19, en el cual se 

estableció que parte de los fondos se repartieran, junto con otros indicadores, en función del peso 

de cada comunidad autónoma en la caída del PIB en 2020.  

Tampoco es comparable el caso del IMIC con la reclamación que -se alega por la 

demanda-, ha formulado la Junta de Extremadura contra el Estado por falta de compensación del 

impacto de las medidas estatales en los ingresos y gastos autonómicos, con base en el principio 

de lealtad institucional. En cualquier caso, la postura de la Administración General del Estado es 

la misma en ambos casos: debe darse estricto cumplimiento a lo establecido en la Ley. 

Y, por lo que se refiere a la modificación del Concierto Económico con el País Vasco, es 

lógico que no se siga la misma regla de reparto, ya que tanto el Concierto como el Convenio 

Económico con Navarra atribuyen a las haciendas forales la potestad para mantener, establecer y 

regular su sistema tributario, con respaldo en la disposición adicional primera CE. La 

concertación exige establecer un conjunto de reglas que permitan a cada contribuyente conocer 

si estará sometido a la norma foral o común del impuesto, así como la administración competente 

para la exacción, nada de lo cual ocurre en el caso de las CCAA de régimen común, que carecen 

de competencias en relación con este impuesto.  

c) Acerca de la alegada infracción de los principios de equidad y solidaridad 

interterritorial, el abogado del Estado comienza indicando que estos principios han de evaluarse 

respecto de los recursos financieros de las CCAA en su conjunto, sin considerar de manera aislada 

cada uno de ellos. En apoyo de esto, cita la STC 13/2007, de 18 de enero, FJ 6, según la cual es 
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su Producto Interior Bruto regional, a fecha de 1 de enero del año natural en el que deba 

autoliquidarse el impuesto. 

El importe de la recaudación se pondrá anualmente a disposición de las comunidades 

autónomas de régimen común mediante operaciones de tesorería, cuyo procedimiento se 

determinará reglamentariamente, y se efectuará en el ejercicio siguiente al de la 

recaudación del impuesto.” 

Como se ha detallado en los antecedentes, el gobierno autonómico recurrente considera 

que el criterio de reparto del IMIC conforme al  Producto Interior Bruto (PIB) regional de cada 

comunidad autónoma vulnera: (i) los arts. 156.1 y 157 CE y la normativa reguladora del sistema 

de financiación (cita específicamente el art. 10.4 LOFCA y los arts. 21 y 30 y ss. de la Ley 

22/2009); (ii) el principio de lealtad institucional (cita el art. 2.Uno g) LOFCA y las disposiciones 

adicionales sexta y séptima de la Ley 22/2009); y (iii) los principios de equidad en la distribución 

de los recursos públicos y la renta regional (arts. 31, 40.1 y 131.1 CE) y el principio de solidaridad 

interterritorial (art. 138.1 y 156.1 CE). 

El abogado del Estado sostiene de contrario que: (i) el nuevo impuesto no se ha cedido a 

las CCAA ni se ha integrado en el sistema de financiación autonómico, cuyas reglas no son 

aplicables; (ii) se ha respetado el principio de lealtad institucional, en los términos que prevén los 

preceptos citados por la demanda; y (iii) no se ha vulnerado el principio de solidaridad, para 

valorar el cual, debe atenderse al conjunto de fuentes de financiación, no a cada una de ellas. 

B) Para la adecuada delimitación del objeto del recurso y del canon de enjuiciamiento 

conviene hacer las siguientes precisiones: 

a) Por lo que se refiere al objeto de la impugnación, si bien el recurso se dirige 

formalmente contra todo el apartado veintiuno de la disposición final novena de la Ley 7/2024, 

de los argumentos de la demanda se desprende con claridad que se impugna solo el uso del PIB 

regional como criterio de reparto. Por tanto, el objeto del recurso se debe circunscribir al inciso 

“en función de su Producto Interior Bruto regional, a fecha de 1 de enero del año natural en el 

que deba autoliquidarse el impuesto”. 

b) Por otro lado, desde la perspectiva del canon de constitucionalidad aplicable, la 

demanda invoca la infracción de los arts. 156.1 y 157 CE, 10.4 LOFCA y 21 y 30 y ss. de la Ley 

22/2009. Respecto de todos ellos se plantea una queja estructural, que se anuda a que el IMIC se 
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extranjeras y establecimientos financieros de crédito como resultado de su actividad (apartados 

uno y cuatro).  

La base imponible es el saldo positivo resultante de integrar y compensar el margen de 

intereses y los ingresos y gastos por comisiones derivados de la actividad desarrollada en España, 

que figuren en la cuenta de pérdidas y ganancias (apartado ocho). Tras minorar dicha base en la 

reducción prevista en el apartado nueve, se obtiene la base liquidable, sobre la cual se aplica la 

tarifa de gravamen para llegar a la cuota íntegra (apartado diez). Esta se minora en el 25 por 

ciento de la cuota líquida del impuesto sobre sociedades (lo que corrige, en parte, la doble 

imposición), obteniéndose así la cuota líquida (apartado once). De esta podrá restarse la 

“deducción extraordinaria” prevista para los casos de baja rentabilidad de la entidad (apartado 

doce), de lo que resultará la deuda tributaria. 

Finalmente, está prevista la obligación de realizar un pago fraccionado y autoliquidar el 

impuesto e ingresar la deuda tributaria en la Agencia Estatal de Administración Tributaria dentro 

de los plazos indicados en los apartados catorce y quince de la disposición mencionada. 

b) En el proyecto de ley que dio lugar a la Ley 7/2024 (núm. 121/000023, “BOCG” – 

Congreso, núm. 23-1, de 14 de junio de 2024), solo estaba prevista la creación del impuesto 

Complementario para garantizar un nivel mínimo global de imposición para los grupos 

multinacionales y los grupos nacionales de gran magnitud. Sin embargo, durante la tramitación 

en el Congreso se incorporaron, mediante enmienda, dos nuevos tributos: el Impuesto sobre los 

líquidos para cigarrillos electrónicos y otros productos relacionados con el tabaco (disposición 

final segunda) y el IMIC (disposición final novena), al que se refiere este proceso. 

La incorporación del IMIC al proyecto de ley se produjo mediante una enmienda en el 

Congreso (enmienda núm. 108 presentada por el Grupo Socialista, “BOCG” - Congreso, núm. 

23-3, de 7 de noviembre de 2024). En la redacción inicial de la enmienda no se preveía la 

distribución de la recaudación a las CCAA, sino que esta resultó de una enmienda transaccional 

en comisión (enmienda núm. 4 de los grupos Socialista, Plurinacional SUMAR y Junts per 





 12 

    

revisión del Fondo de Suficiencia Global en los términos previstos en el art. 21.2 de dicha 

Ley. 

4º.- Lo acordado en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en 

el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco y el Convenio 

Económico con la Comunidad Foral de Navarra.” 

La normativa reguladora del sistema de financiación de las CCAA de régimen común no 

ha experimentado ningún cambio a raíz de la creación del IMIC. No se ha modificado la LOFCA; 

ni los estatutos (en particular, el Estatuto de Autonomía de Extremadura aprobado por Ley 

Orgánica 1/2011, de 28 de enero, cuya disposición adicional tercera lleva por rúbrica “cesión de 

tributos”); ni la Ley 22/2009; ni las leyes específicas de cesión a cada comunidad autónoma (por 

lo que aquí interesa, la Ley 27/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado 

a la Comunidad Autónoma de Extremadura). 

Por su parte, los regímenes forales sí se han adaptado a la creación del IMIC. Así, la Ley 

3/2025, de 29 de abril, ha modificado la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el 

Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco (nuevo art. 20 ter), para 

configurar el impuesto como un tributo concertado, distribuyéndose la recaudación según el 

volumen de operaciones realizado por las entidades de crédito en territorio común y foral, 

conforme las reglas análogas del impuesto sobre sociedades. En términos equivalentes se ha 

adaptado el Convenio Económico con la Comunidad Foral de Navarra (Ley 28/1990, de 26 de 

diciembre), mediante la Ley 4/2025, de 24 de julio. 

3. Examen de la alegada vulneración de la normativa reguladora del sistema de 

financiación autonómica 

A) Síntesis de la controversia 

El Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura argumenta que el criterio de 

distribución del IMIC se ha establecido al margen de las previsiones de la LOFCA y la Ley 

22/2009, y sin la participación previa del CPFF. Aunque admite que la Constitución otorga al 

Estado la competencia de coordinar y establecer la financiación de las CCAA, considera que el 

PIB regional es un criterio “nuevo, atípico y anómalo”, que se aparta de los puntos de conexión 

previstos en los arts. 10.4 LOFCA y 30 y ss. de la Ley 22/2009, incumpliéndose también el art. 

21 de esta ley, ya que no se ha revisado el fondo de suficiencia global, como establece dicho 

precepto. 
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STC 179/1985, de 19 de diciembre, FJ 3), pues su función se ciñe a decidir si las normas 

impugnadas exceden de lo constitucionalmente admisible (SSTC 145/1989, de 21 de septiembre, 

FJ 6; 13/1992, de 6 de febrero, FJ 2; 68/1996, de 4 de abril, FJ 2; 192/2000, de 13 de julio, FJ 10, 

y 275/2000, 16 de noviembre, FJ 5). 

En este sentido, el marco constitucional de la financiación autonómica es “flexible y 

abierto”, lo que da cabida a diferentes modelos [entre otras muchas, STC 65/2020, FJ 4 b) y c)]. 

El art. 157.1 CE no diseña un concreto modelo de hacienda autonómica, ya que se limita a 

enumerar las distintas clases de rendimientos de que pueden disponer las CCAA para financiar 

su gasto público, entre los que se encuentran, por lo que interesa a este proceso, los “impuestos 

cedidos total o parcialmente por el Estado” [letra a)], así como “otras asignaciones con cargo a 

los Presupuestos Generales del Estado” [letra c)].  

b) Dentro de las fuentes de financiación de las CCAA, hemos subrayado la importancia 

capital que han adquirido los tributos cedidos como uno de los principales ingresos de las CCAA, 

en desarrollo de la llamada “corresponsabilidad fiscal” [por todas, STC 65/2020, FJ 4 c)].  

Para atribuir a un tributo la condición de “cedido” y determinar el “alcance” de esa cesión 

no es suficiente “con la atribución del rendimiento” por cualquier ley, sino que es necesario 

articular la “cesión” a través de un procedimiento constitucional y legalmente establecido en las 

normas que integran el bloque de la constitucionalidad (STC 16/2003, de 30 de enero, FJ 11).  

Como ha sintetizado la STC 19/2012, de 15 de febrero, FJ 11, el concepto de “tributo 

cedido” presenta las notas siguientes: (i) son tributos “establecidos y regulados por el Estado, 

cuyo producto correspond[e] a la comunidad autónoma” -art. 10.1 LOFCA-, de modo que solo 

esta ley puede atribuir a un tributo estatal la condición de “cedible” (art. 11 LOFCA); (ii) el 

tributo será formalmente cedido “cuando [la cesión] haya tenido lugar en virtud de precepto 

expreso del estatuto correspondiente” (art. 10.2 LOFCA). Los estatutos de autonomía no solo 

establecen, en coherencia con la LOFCA, los tributos que se ceden a la respectiva comunidad 

autónoma sino que esta cesión, directamente por disposición estatutaria, responde a una finalidad 

de garantía de las disponibilidades financieras de las CCAA; (iii) a continuación, el Estado, en el 

ejercicio de sus competencias sobre la materia, antes de concretar el alcance de la cesión de un 

tributo a cada comunidad, puede optar por crear previamente “un marco de referencia idéntico” 

y “un modelo único” de aplicación general, ante el riesgo de que se produjera una dispersión de 

criterios con resultados muy distintos que rompieran la racionalidad del proceso de cesión (este 
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es un tributo creado por las Cortes Generales, en ejercicio de las competencias previstas en los 

arts. 133.1 y 149.1.14 CE, y que no se ha cedido a las CCAA. La decisión de ceder un determinado 

tributo solo corresponde al legislador estatal, debiendo seguir el procedimiento establecido [vid. 

supra apartado B) b)], lo que en el caso del IMIC no se ha hecho, pues no se han modificado la 

LOFCA ni los Estatutos de autonomía ni la Ley 22/2009 ni, en fin, las leyes específicas de cesión 

a cada comunidad. En coherencia con esto, tampoco se han reunido las comisiones mixtas Estado-

CCAA para aceptar la cesión y revisar el fondo de suficiencia global. 

Al no haberse configurado como un tributo cedido, el IMIC no queda sujeto a las normas 

sobre los puntos de conexión de dicho tipo de tributos que recogen los arts. 10.4 LOFCA y 30 y 

ss. de la Ley 22/2009; ni a las reglas sobre revisión del fondo de suficiencia global del art. 21.2 

de la Ley 22/2009, a los que se refiere específicamente la demanda. En general, no se aplica al 

IMIC ninguna prescripción en materia de tributos cedidos ni del sistema de financiación.  

Así lo corrobora el Acuerdo del CPFF de 26 de febrero de 2025, anteriormente transcrito, 

cuando afirma que los importes puestos a disposición de las CCAA “no tendrán la consideración 

de recursos del sistema de financiación autonómica” y, en consecuencia, no serán tenidos en 

cuenta a los efectos de ninguno de los fondos en que se articula dicho sistema, precisando 

específicamente que “no supondrá la revisión del fondo de suficiencia global en los términos 

previstos en el art. 21.2 de dicha Ley [Ley 22/2009]”. 

b) El abogado del Estado apunta al carácter temporal del IMIC como razón para no ceder 

el impuesto ni integrarlo en el sistema de financiación. Más allá de que pueda ser una  explicación 

plausible, no corresponde al Tribunal indagar la razón de dicha decisión del legislador, el cual 

dispone de un margen de discrecionalidad para configurar los distintos recursos con los que se 

financian las CCAA, dentro del marco “flexible y abierto” establecido por la Constitución [vid. 

supra apartado B) a)] y no está constitucionalmente obligado a justificar sus opciones legislativas 

(entre otras muchas, SSTC 36/1981, 12 de noviembre, FJ 7, y 222/2006, de 6 de julio, FJ 8). 

Lo relevante de cara a nuestro enjuiciamiento es que el IMIC no se ha cedido, sino que se 

dispone su transferencia como una “asignación con cargo a los presupuestos generales del 

Estado”, que es otra de las posibles fuentes de ingresos de las CCAA con arreglo al art. 157.1 c) 

CE; asignación que tiene carácter incondicionado, de forma que las CCAA podrán dar a los 
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de junio, FJ 8), y del que se deprende el mandato de que “el Gobierno extreme el celo por llegar 

a acuerdos con las CCAA” [por todas, STC 217/2013, de 19 de diciembre, FJ 6 e)].  

Como subrayan, entre otras, las SSTC 215/2014, de 18 de diciembre, 4 a), y 101/2016, de 

25 de mayo, FJ 9, la LOFCA ha explicitado una concreta vertiente de este principio en su art. 2. 

Uno g) según el cual la lealtad institucional: 

“[d]eterminará el impacto, positivo o negativo, que puedan suponer las actuaciones 

legislativas del Estado y de las CCAA en materia tributaria o la adopción de medidas que 

eventualmente puedan hacer recaer sobre las CCAA o sobre el Estado obligaciones de 

gasto no previstas a la fecha de aprobación del sistema de financiación vigente, y que 

deberán ser objeto de valoración quinquenal en cuanto a su impacto, tanto en materia de 

ingresos como de gastos, por el CPFF, y en su caso compensación, mediante modificación 

del Sistema de Financiación para el siguiente quinquenio”. 

El principio de lealtad constitucional también debe ponerse en relación con el papel que 

en el sistema desempeña el CPFF, en tanto que órgano de coordinación de las competencias 

financieras entre Estado y CCAA (art. 3 LOFCA) de manera que, sin perjuicio de que 

corresponde a las Cortes Generales la decisión final acerca del sistema de financiación, resulta 

necesario que las decisiones sobre el conjunto de las CCAA se adopten en el órgano multilateral 

en el que el Estado ejercita funciones de cooperación y coordinación ex art. 149.1.14 CE (por 

todas, SSTC 13/2007, de 18 de enero, FJ 8, y 31/2010, de 28 de junio, FJ 130). 

Ahora bien, al margen de la función del CPFF como órgano multilateral al servicio de los 

principios de cooperación y coordinación, también hemos insistido en que el valor de los acuerdos 

adoptados en su seno no puede anteponerse a las Cortes Generales, a las que corresponde, en 

última instancia, establecer el sistema de financiación aplicable a las CCAA (entre otras, SSTC 

13/2007, de 18 de enero, FJ 8; 31/2010, de 28 de junio, FJ 130; y 204/2011, de 15 de diciembre, 

FJ 7). En este sentido, hemos calificado el CPFF como “órgano consultivo y deliberante” [por 

todas, STC 11/1984, de 2 de febrero, FJ 6] al que la LOFCA encomienda determinas funciones 

de estudio, informe, valoración y propuesta sobre “todo aspecto de la actividad financiera de las 

CCAA y de la Hacienda del Estado que, dada su naturaleza, precise de una actuación coordinada” 

[art. 3.2 h)]. Su naturaleza es la de una “conferencia sectorial” (art. 147 de la Ley 40/2015, de 1 
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de topes máximos globales para el incremento de la masa salarial de los empleados públicos 

autonómicos.  

C) Enjuiciamiento 

a) Por una parte, la demanda se refiere al principio de lealtad institucional en los términos 

que proclama el art. 2. Uno g) LOFCA (transcrito en el apartado anterior) y en las disposiciones 

adicionales sexta y séptima de la Ley 22/2009, que tienen el siguiente tenor: 

“Disposición adicional sexta. Lealtad institucional. 

En el marco del principio de lealtad institucional, la Administración General establecerá 

todos los mecanismos que garanticen que las normas estatales que supongan incrementos 

de gasto o reducciones de los ingresos tributarios de las CCAA contengan la valoración 

correspondiente. […]” [énfasis añadido] 

 

“Disposición adicional séptima. Revisión quinquenal. 

El Comité Técnico Permanente de Evaluación, creado en el seno del Consejo de Política 

Fiscal y Financiera, valorará los distintos aspectos estructurales del Sistema de 

Financiación, con carácter quinquenal, para informar sobre las posibles modificaciones 

que se puedan someter a la consideración del Consejo de Política Fiscal y Financiera, en 

aras de una mejor coordinación financiera, garantizando la autonomía y suficiencia de las 

Comunidades y el equilibrio y sostenibilidad del sistema.” 

De lo expuesto cabe colegir que la distribución a las CCAA conforme al criterio 

establecido en el precepto impugnado en el presente proceso no afecta al principio de lealtad 

institucional al que se refieren el art. 2.Uno g) LOFCA y la disposición adicional sexta de la Ley 

22/2009 (la disposición adicional séptima -también invocada- no alude a dicho principio). Basta 

para ello constatar que el IMIC, lejos de producir un “incremento de gasto” o una “reducción de 

ingresos tributarios”, conlleva una inyección neta de recursos adicionales para las CCAA. Como 

admite la demanda, si el IMIC se hubiera cedido e integrado en el sistema de financiación, el 

fondo de suficiencia global se habría debido revisar a la baja, en aplicación de los arts. 13.Cuatro 

LOFCA y 21.2 de la Ley 22/2009 [vid. fundamento jurídico 3 B)], de manera que, en conjunto, 

los recursos disponibles para las CCAA, por referencia al año base del sistema, no habrían 

aumentado. En cambio, con la distribución del IMIC al margen del sistema se produce un 

incremento neto de los recursos disponibles para todas las CCAA, que podrán destinar a financiar 
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Por tanto, ningún reproche cabe formular a que por ley estatal se fije un concreto criterio 

de reparto de una asignación presupuestaria incondicionada en favor de las CCAA. 

5. Examen de la alegada vulneración de los principios de equidad y solidaridad 

interterritorial de los arts. 138.1 y 156.1 CE. 

A) Síntesis de la controversia 

Como tercer y último motivo de impugnación, la demanda sostiene que el reparto del 

IMIC según el PIB regional es contrario al principio de solidaridad interterritorial (arts. 138.1 y 

156.1 CE), ya que dicha variable no mide la situación social, la distribución de la riqueza ni el 

bienestar de los ciudadanos, sino que atribuye un mayor importe del tributo a las CCAA con una 

economía más próspera, en perjuicio de las más desfavorecidas.  

El abogado del Estado, por su parte, argumenta que el cumplimiento del principio de 

solidaridad debe valorarse considerando el conjunto de las fuentes de ingresos de las CCAA y no 

de forma aislada respecto de cada una.  

B) Doctrina constitucional aplicable  

La Constitución se refiere en varios preceptos al principio de solidaridad en su vertiente 

territorial: en el art. 2, para apoyar en él la garantía de la unidad de la Nación española y el buen 

funcionamiento del sistema de autonomías; en el art. 138.1, para atribuir al Estado la garantía de 

la realización efectiva de aquel principio, velando por el establecimiento de un equilibrio 

económico adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español y atendiendo en 

particular a las circunstancias del hecho insular; en el art. 156.1, para condicionar el alcance de 

la autonomía financiera de las CCAA; y en el art. 158.2, como criterio justificativo de la 

existencia y ulterior reparto del fondo de compensación que prevé tal precepto. 

En particular, el art. 138.1 CE hace garante al Estado de “la realización efectiva del 

principio de solidaridad consagrado en el art. 2 de la Constitución, velando por el establecimiento 

de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español”. En 

este sentido, hemos señalado que “la virtualidad propia del principio constitucional de 

solidaridad, que aspira a unos resultados globales para todo el territorio español, recuerda la 

técnica de los vasos comunicantes” (STC 109/2004, de 30 de junio, FJ 3). Por ello, el art. 138.1 

CE, que incorpora el principio de solidaridad, “no puede ser reducid[o] al carácter de un precepto 

programático, o tan siquiera al de elemento interpretativo de las normas competenciales. Es, por 
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suficiencia financiera, no puede valorarse a la vista de uno solo de los recursos que el Estado 

distribuye a las CCAA. Tampoco es constitucionalmente exigible que todos y cada uno de los 

recursos que señala el art. 157.1 CE se repartan conforme a un criterio redistributivo, siempre que 

el resultado conjunto de todos los recursos a disposición de estas garantice el cumplimiento de 

los principios constitucionales de autonomía financiera y, en lo que ahora importa, solidaridad 

interterritorial, conforme al art. 156.1 CE. 

En el caso examinado la ley ha considerado oportuno un reparto conforme al PIB regional, 

variable que puede considerarse correlacionada con el lugar de generación del IMIC, tributo que 

grava el margen positivo de intereses y comisiones obtenido por las entidades de crédito [vid. 

fundamento jurídico 2 A) a)], de forma análoga al impuesto sobre sociedades. Por tanto, su 

distribución con arreglo a un indicador de actividad económica como es el PIB regional no puede 

reputarse ajena a la naturaleza del tributo, sin perjuicio de que, naturalmente, cabe plantear 

criterios alternativos, como el volumen de operaciones realizado por las entidades en cada 

territorio que se ha seguido para la concertación con los territorios forales. Ahora bien, la 

existencia de otros criterios posibles no determina la inconstitucionalidad del escogido por la ley. 

Debemos, por tanto, desestimar este motivo y, con ello, el recurso en su integridad. 

F A L L O 

 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autoridad que le confiere 

la Constitución de la Nación española, ha decidido desestimar íntegramente el recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto el Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura contra el 

apartado veintiuno de la disposición final novena de la Ley 7/2024, de 20 de diciembre.  

Publíquese esta sentencia en el “Boletín Oficial del Estado”. 

Dada en Madrid, a diecinueve de noviembre de dos mil veinticinco. 

 

 

 




